PROYECTO DE LEY

                                          FUNDAMENTOS
Desde los comienzos de la institucionalización del país hemos recorrido un camino que se vio interrumpido en numerosas oportunidades por sucesos y razones de variada índole que demoraron y entorpecieron el funcionamiento y el afianzamiento del sistema mismo. Todas estas interrupciones sin embargo y   a pesar de su naturaleza diversa, tuvieron una significancia común: generaron retrocesos en la consolidación de nuestro sistema democrático.

Hemos tenido un rumbo las mas de las veces errático en un proceso que tiene como única meta la construcción y el fortalecimiento de la representatividad como base de nuestro sistema político e institucional 

A estos avatares de la vida y la historia de nuestra Argentina también contribuyeron otros factores de tan alta jerarquía negativa como los citados pero con la diferencia que en este caso tienen que ver con los comportamientos de las personas y muy especialmente de aquellas cuyas responsabilidades transcurren por los caminos de la función publica.
Podríamos enumerar otros elementos y factores de naturaleza similar y que sumados a los descriptos configuran una realidad que es preciso cambiar, pues de ese cambio depende que logremos mejorar la calidad de nuestro sistema político y se consolide un vinculo entre representados y representantes, deteriorado en la actualidad por los motivos expuestos.

Pero entendemos que los elementos planteados son el nudo central y el objetivo primordial que este proyecto de ley persigue. No se pretende aquí realizar un concienzudo análisis sociológico ni hacer una enumeración pormenorizada de los múltiples factores que nos impiden gozar como ciudadanos de un sistema que nos contenga en todos los sentidos y que como tales nos merecemos. No es el objetivo central de esta fundamentación hacer una prolija y detallada lista de causales sino por el contrario y en la creencia de haber manifestado con claridad las dos cuestiones centrales del problema que nos afecta, estamos en la obligación de proponer un plexo normativo que de respuesta y solución a la cuestión planteada.

“Los hombres son buenos pero si se los controla son mejores”. Esta frase encierra en su sencillez y en sus pocas palabras un profundo significado moral. Además de establecer con claridad meridiana que es obligación del funcionario publico el comportamiento honrado pero es también obligación del ciudadano el control de la gestión de su representado.

Determina en definitiva un camino de ida y vuelta, pero en el cual existe una obligación insoslayable, obligación que le corresponde al mandatario y no al mandante, al funcionario y mas específicamente aun al legislador y no al ciudadano,  por cuanto es el legislador quien detenta, porque así se lo impuso el pueblo con su voto, la representación de ese pueblo. Es entonces ese legislador quien esta obligado desde todo punto de vista pero sobre todo desde el moral, a brindarle a sus mandantes las herramientas que garanticen y aseguren su propio control comportamiento.

Es ese mismo legislador quien conciente de lo que representa, de la confianza que sobre el deposito el votante, de las obligaciones y enormes responsabilidades que todo ello significa, no puede dudar en autoimponerse mecanismos de control que transparenten en grado superlativo su vinculo con el votante, pues sobre esto que parece tan simple y que es la calidad y profundidad de ese vinculo se asientan ni mas ni menos que las bases mismas del sistema democrático.

Organizaciones no gubernamentales, integradas por ciudadanos comunes preocupados por la cosa publica se forjaron desde el retorno de la democracia y crecieron a partir de estas necesidades que como en muchos otros casos fueron detectadas primero por la gente y después por los dirigentes. Pareciera que la ciudadanía ha tomado la delantera en estas como en otras tantas cuestiones, ofreciendo de esta manera una mejor lectura de la realidad que la que realizan aquellos que deben conducirla.

Ha sido importante la tarea de estas entidades y su trabajo logró el reconocimiento no solo de la ciudadanía sino también el de las propias instituciones, creando conciencia en ellas respecto de la necesidad y conveniencia de mejorar los mecanismos de contralor en los actos de gobierno; contralor que, merito también de esas organizaciones, cambió en cierta forma la óptica de su aplicación. Generalmente las leyes y disposiciones vigentes juzgaban acciones y conductas ya consumadas, en cambio a partir de la irrupción y el desarrollo de O.N.G. abocadas a las tareas ya descriptas, se fueron imponiendo metodologías y mecanismos de control estableciendo condiciones y requisitos previos, tanto a la asunción de cargos públicos, cuanto a la realización de los actos de gobierno; de manera tal que el ciudadano común puede de antemano conocer por ejemplo comportamientos y situaciones patrimoniales y financieras, de quienes han de ser legisladores o funcionarios públicos, o exigir patrones de cumplimiento previo a los actos de gobierno.

Esta ventaja que el ciudadano común y la sociedad en su conjunto le lleva  a la dirigencia política, tiene mucho que ver con la crisis de representatividad que padecemos y que podemos decir tuvo su punto de mayor crecimiento por los años 2001/2002. Es obligación de todos y principalmente de quienes mayor responsabilidad política tienen, revertir esta realidad. Para el funcionamiento del sistema representativo es condición necesaria e indispensable un vinculo transparente y sin fisuras entre el legislador o el funcionario y el ciudadano. Aquí no puede haber medias tintas por cuanto el basamento del vínculo que en este caso nos ocupa es la confianza y cuando esta se resiente sabemos perfectamente que se pone en juego a la propia democracia.      
Es hora de cambiar las cosas, es el momento en que los dirigentes tomen la iniciativa en temas como los aquí planteados pues estos hacen directamente al resguardo del sistema. Lo sucedido en nuestro país, sobre todo en los últimos años tiene que ser suficiente estimulo para que pongamos manos a la obra en todas aquellas iniciativas que profundicen el contralor de los actos públicos y de las personas responsables de su realización. Su control y la transparencia derivada del mismo fortalecen la relación entre representados y representantes, a mayor control ciudadano mejor calidad institucional.   
En este sentido ha sido el Estado Nacional quien dió un paso importante con la sanción de la ley 25 188 de Ética Publica. Y en este sentido debemos desde la Provincia de Buenos Aires avanzar en la misma dirección, sabiendo que ese avance significa la construcción de un sólido camino en la reconstrucción de los valores que hacen a la representatividad y que son base de nuestro sistema político. 
No se trata de cosas complejas ni de entelequias, se trata de cosas simples para el entendimiento de las personas pero que encierran precisamente toda la profundidad que los momentos que vivimos requieren. En definitiva, garantizar la transparencia en la relación del legislador con el pueblo para reparar así los vínculos dañados. Si logramos con esta ley dar el primer paso aunque mas no sea en la reconstrucción de ese vínculo, habremos cumplido con un objetivo de cuya magnitud e inmenso valor solo podemos dar cuenta cuando como en la actualidad se deteriora o en algunos caso directamente desaparece.

Por todo lo expuesto es que le solicito a esta Honorable Cámara de Diputados la sanción positiva de este proyecto.

                                                               DANIEL ANTONIO GURZI

                                                                            Diputado

                                                    BLOQUE FRENTE PARA la VICTORIA   
              PROYECTO DE LEY
La HONORABLE CAMARA de DIPUTADOS de la PROVINCIA de BUENOS AIRES, sanciona:

Artículo 1º: Dispónese  la creación de un sistema de presentación de Declaraciones Juradas patrimoniales y financieras, para todos los Legisladores de la Provincia de Buenos Aires, como así también para los funcionarios integrantes de la Legislatura Provincial, de las jerarquías que se establecen en la presente ley. 
Artículo 2º: A los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el articulo precedente, dispónese la creación de sendas oficinas receptoras para dichas declaraciones las cuales funcionaran cada una en los ámbitos de las Cámaras de Senadores y Diputados respectivamente y con la dependencia funcional de la Presidencia de cada una de esas Cámaras. Dichas oficinas serán además las encargadas del contralor de todo lo atinente a este régimen que se establece en el articulo 1º de la presente ley, como así también tendrán a su cargo la aplicación y verificación del cumplimiento de las sanciones que la no observancia de esta ley establece para quienes resulten  responsables.
Artículo 3º: Los Legisladores y funcionarios comprendidos por la presente ley, formularan su Declaración Jurada en forma abierta ante el Escribano General de Gobierno o Escribano Publico, según sea su elección, quien al efecto levantará un acta en la que constará la entrega de la misma, brindando además el testimonio correspondiente. Toda la documentación notarial producto del cumplimiento de lo dispuesto por esta ley deberá ser presentada en un plazo no mayor a los 15 días corridos ante la oficina respectiva según corresponda a una u otra Cámara Legislativa.

Artículo 4º: Quedan obligados a la presentación de la Declaración Jurada Patrimonial y Financiera Los legisladores y funcionarios que a continuación se detallan:

1- La totalidad de los Sres. Senadores integrantes de la Cámara          

      de Senadores de la Provincia de Buenos Aires.

2- La totalidad de los Sres. Diputados integrantes de la Cámara  

      de Diputados de la Provincia de Buenos Aires.

3- La totalidad de los Funcionarios que por disposición de la  

      Constitución de la Provincia de Buenos Aires, las leyes   

      provinciales o los respectivos reglamentos internos de cada  

      Cámara Legislativa, forman parte de su estructura     

      administrativa.

4- La nomina de funcionarios que, a los ya incluidos en los acápites anteriores, agregue la Presidencia de cada   

      Cuerpo Legislativo.

Artículo 5º: Los funcionarios y empleados que no se encuentren comprendidos en los alcances que dispone la presente Ley, podrán de manera voluntaria adoptar lo establecido por esta, resultando para ello de aplicación igual procedimiento que para los comprendidos por la misma.

Artículo 6º: El plazo para la formulación de la Declaración Jurada Patrimonial y Financiera, será de 90 días corridos, contados desde la asunción o nombramiento en el cargo. Para quienes estando comprendidos por la presente ley se encuentran ya en funciones, los plazos serán los mismos que se establecen en el párrafo anterior de este articulo, pero contados a partir de la fecha de promulgación de la presente ley.
Artículo 7º: Las Declaraciones Juradas Patrimoniales y Financieras, deberán ser actualizadas anualmente al 10 de diciembre, quedando obligados además a presentar una declaración final dentro de los treinta días posteriores al egreso de la función publica.

Artículo 8º: Las Declaraciones Juradas Patrimoniales y Financieras serán presentadas en formularios confeccionados al efecto y contendrán la siguiente información:
a) Bienes inmuebles radicados en el País o en el extranjero, con las mejoras realizadas si las hubiere,  indicando el valor fiscal, fecha de adquisición y origen de los fondos del declarante y de la sociedad conyugal.

b) Bienes muebles registrables radicados en el País o en el extranjero, con indicación de su valor fiscal, fecha de adquisición y origen de los fondos, propios y de la sociedad conyugal.

c) Bienes muebles e inmuebles radicados en el País o en el extranjero, propios del cónyuge, de los convivientes e hijos a cargo, con indicación de su valor fiscal, fecha de adquisición y origen de los fondos.
d) Capital invertido en títulos, acciones y demás valores cotizables en bolsa o en explotaciones personales o societarias.

e) Créditos y deudas hipotecarias, prendarias y comunes, con indicación de nombres y apellidos de los acreedores, montos y condiciones de las obligaciones.

f) Montos de los depósitos en Bancos o entidades financieras nacionales o en el exterior, en cualquier tipo de moneda, nacional o extranjera.

g) Dinero en efectivo en moneda nacional o extranjera.

h) Fuente, tipo y monto de los ingresos y egresos derivados del trabajo en relación de dependencia, de la prestación de servicios para terceros sin relación de dependencia o del ejercicio de otras actividades o funciones independientes.

i) Ingresos derivados de rentas y sistemas provisionales.

j) Si el presentante de la Declaración Jurada Patrimonial y Financiera estuviere inscripto en el régimen del Impuesto a las Ganancias, deberá adjuntar a la misma copia de la ultima presentación realizada la A.F.I.P.

Articulo 9º: En sobre cerrado y lacrado se consignaran los números de cuentas bancarias, nombres de las entidades financieras, números de las tarjetas de crédito y números de las cajas de seguridad. Dicho sobre solo podrá ser abierto por orden emanada de autoridad judicial competente.

Articulo 10º: Vencido el plazo de presentación de la Declaración Jurada Patrimonial y Financiera sin que esta se hubiere efectivizado, la dependencia correspondiente, consignada en el articulo 2º de la presente ley, intimara al responsable para que dentro de los diez días corridos siguientes proceda a su cumplimiento.

Artículo 11º: En caso de que los obligados no cumplimenten con la Declaración Jurada Patrimonial y Financiera, omitieren maliciosamente consignar los datos requeridos o falsearan los mismos, la oficina pertinente dará intervención a la justicia, sin perjuicio de lo cual serán sancionados los responsables con las penalidades que a continuación se consignan:
a) Con multa equivalente al 100% de su remuneración cuando no la presentaren en los términos fijados por el articulo 6º de la presente, importe que será retenido de sus haberes.

b) Con cesantía, si vencidos los términos que establece el articulo 10º de la presente no la presentaren.

Articulo 12º: La Presidencia de cada cuerpo deberá publicar en su sitio

oficial en Internet los nombre de los responsables de cumplir y de incumplir con lo aquí dispuesto.

Articulo 13º: Quedan facultadas las Presidencias de ambas Cámaras 
para suscribir convenios de cooperación y asistencia técnica, con la Oficina Anticorrupción dependiente del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, con la Auditoria de La Nación y con otros organismos y entidades intermedias afines, tendientes a fortalecer la transparencia de la gestión, mediante procedimientos que les permitan llevar un registro de las declaraciones juradas, sus modificaciones y actualizaciones, sirviendo los mismos de órganos de contralor y auditoria externa del cumplimiento de la presente.

Articulo 14º: De forma
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